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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., 12 de octubre de 2011

Magistrado Ponente Doctor: JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ
Radicación No. 080011102000200800213 01
Aprobado Según Acta No. 98 de la misma fecha
Abogado en apelación sentencia sancionatoria
Decisión: absolver y confirmar parcialmente, manteniendo sanción

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 18 de febrero de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico1, a través de la cual se sancionó al abogado GERARDO MONTES REBOLLEDO con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de seis (6) meses, al hallarlo responsable de incurrir en las faltas disciplinarias señaladas en los numerales 4 y 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007.

HECHOS

La génesis de la presente investigación se contrae a la queja formulada el 26 de febrero de 2007
 por el señor ENRIQUE DE LA ESPRIELLA, mediante la cual solicitó investigar la conducta presuntamente irregular del abogado MONTES REBOLLEDO.

Manifestó que en el mes de octubre del año 2006, le otorgó poder al inculpado para que promoviera demanda laboral en su representación, la cual le correspondió conocer al Juzgado 9° Laboral del Circuito de Barranquilla, bajo el radicado No. 2006-00550. Adujo que surtido el respectivo trámite el 22 de junio de de 2007, se profirió sentencia en la cual se le reconoció una pensión de vejez por cuantía de $1.300.000.

Precisó que ante el incumplimiento en el pago por parte del Instituto de los Seguros Sociales, el togado promovió el respectivo proceso ejecutivo, logrando finalmente que el valor total del título judicial “…es decir la suma de $55.805.516.81… fueran transferidos a su cuenta personal…”, dinero que hasta la fecha de la queja no le ha sido entregado, el cual, a su juicio, le pertenece.

Para respaldar su dicho, aportó copia de los siguientes documentos: (i) sentencia del 22 de junio de 2007; (ii) copia del mandamiento de pago del 18 de septiembre de 2007; (iii) oficio por medio del cual se solicitó el embargo y la respuesta del mismo; (iv) orden de pago del titulo judicial a favor del abogado expedida por el Juzgado; y (v) resultado consulta general de depósitos judiciales del Banco Agrario, en el que consta el pago efectuado al denunciado.

ACTUACIÓN PROCESAL

El a quo luego de acreditar la condición de abogado del denunciado
 el 19 de mayo de 2008
, dispuso la apertura del proceso disciplinario conforme a lo establecido en el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007 y señaló el 8 de julio de 2008, como fecha para audiencia de pruebas y calificación provisional.
El 4 de junio de 2008
, se enviaron las respectivas comunicaciones a los intervinientes y, entre el 17 y 19 de junio de ese mismo año, se fijó edicto emplazatorio en la secretaría del Seccional de Instancia.

En la fecha anunciada no se pudo instalar la audiencia por inasistencia del togado togado, a quien luego del respectivo trámite
, se le designó defensor de oficio -AMPARO DEL SOCORRO ESCORCIA MANOTAS-
.

Finalmente, la audiencia se realizó el 24 de febrero de 2011
, con presencia de la defensora de oficio, el representante del Ministerio Público y el quejoso.

En esa oportunidad, luego de leída la queja por el Magistrado Ponente, la defensa de oficio expresó: “…dadas las circunstancias de mi defendido, en este caso el doctor MONTES, no he podido comunicarme con él solamente estoy mirando los documentos que fueron presentados por el quejoso, considero que el señor tenía un poder que el mismo quejoso relata en el primer hecho, le dio, un poder amplio y suficiente, es decir el quejoso, debe asumir que le otorgó un poder con amplias facultades, entonces el doctor MONTES cobra el dinero y de acuerdo a los documentos aportados abre una cuenta en el Banco Agrario y de allí él alega que no se los ha entregado, y no existe hasta ahora ningún documento con el que podamos tener la certeza de que lo consignó en su cuenta personal. Yo pediría el beneficio de la duda, pero aquí ha habido un exceso de confianza de parte del quejoso, porque le dio el poder para recibir… yo le voy a pedir al Juzgado copia del poder, para saber que si tenía la facultad de recibir… pedir el Banco Agrario de Barranquilla que certifique si en esa entidad el doctor Montes tenia una cuenta bancaria o una cuenta de ahorros, y si en ella fue depositada la suma…”.

A continuación, al a quo dispuso la práctica de las siguientes pruebas: (i) oficiar al Banco Agrario para que informe si el togado posee cuenta de ahorros en esa entidad y, de ser así, certificar si se consignó la suma de $55.805.516.81; (ii) inspección judicial al proceso No. 2006-00550; (iii) insistir en la comparencia del denunciado; para el efecto se suspendió la audiencia, fijándose como fecha para su continuación el 19 de abril de 2010.

El 16 de marzo de 2010
, el Banco Agrario informó que en esa entidad el doctor MONTES REBOLLEDO es titular de una cuenta de ahorros, sin determinar si en la misma se había hecho el depósito de dinero.

El 19 de marzo de 2010
, se allegó por parte del Juzgado 9° Laboral del Circuito de Barranquilla, el proceso de la referencia.

PLIEGO DE CARGOS

En fecha anunciada se instaló la audiencia con presencia de la defensora de oficio, el representante del Ministerio Público y el quejoso
, oportunidad en la cual se practicó inspección judicial al proceso mencionado y se calificó la actuación con formulación de cargos, en los siguientes términos: “...GERARDO MONTES REBOLLEDO recibió la suma de $55.805.516,81 y hasta el momento de la presentación de la queja y hasta el momento actual… el doctor… ni ha informado el resultado de su gestión, ni ha entregado cuentas específicamente hablando y por supuesto tampoco le ha hecho entrega de los resultados de la gestión… estos hechos permiten que su conducta pueda adecuarse a los numerales 4 y 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007…”.

Argumentó el Seccional de Instancia que de acuerdo con las pruebas allegadas a la actuación, el togado no le entregó al quejoso el dinero que recibió con ocasión a su gestión, el cual al momento de recibirlo comenzó a “…administrarlo para su cliente y tiene la obligación de rendirle las cuentas correspondientes…”, imputación que agravó con el numeral 4 del literal C del artículo 45 ibídem y calificó como dolosa.

A continuación, la defensora de oficio insistió en obtener la información del Banco Agrario, referente a si al togado le consignaron la referida suma de dinero en su cuenta de ahorros, petición a la que accedió el a quo, quien fijó como fecha para la celebración de la audiencia de juzgamiento el 9 de julio de 2010.

El 7 de julio de 2010
, el Banco Agrario informó que el 22 de noviembre de 2007, le fue consignada a la cuenta del togado la suma de $55.805.516.81, por concepto del pago de un título judicial.

Mediante escrito del 30 de septiembre de 2010
, el quejoso informó “...luego de reunirme con el doctor GERARDO MONTES REBOLLEDO, y aclarar las cuentas sobre los hechos objeto de nuestra queja disciplinaria, éste procedió hacerme entrega total del dinero que se me adeudaba, quedando de esta forma el mencionado doctor a PAZ Y SALVO conmigo por cualquier concepto… no tengo ningún interés en que continúe la Acción Disciplinaria…” (Sic a todo lo transcrito).

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

La audiencia se instaló el 12 de octubre de 2010
, con presencia de la defensora de oficio, a quien se le entregó la información allegada por el Banco Agrario, luego de lo cual presentó alegatos de conclusión en los siguientes términos: “…solicito al despacho tener presente en el momento de proferir el fallo que a mi defendido no se le haya violado el derecho de defensa, como de paso yo lo advierto, pero requiero un estudio minucioso de las pruebas que se recaudaron y se allegaron al proceso, no tengo otra propuesta que presentar en cuanto a los alegatos… yo hasta ahora he observado que el derecho de defensa ha sido respetado…”.

SENTENCIA APELADA

Mediante sentencia del 18 de febrero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico sancionó al abogado con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de seis (6) meses, al hallarlo responsable de incurrir en las faltas disciplinarias señaladas en los numerales 4 y 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007.
Como aspecto preliminar indicó que si bien el escrito presentado por el quejoso contiene un desistimiento de este, el mismo “…no tiene la virtud de poner fin al proceso disciplinario…”, y corrobora que el togado efectivamente entre el 22 de noviembre de 2007 y el 30 de septiembre de 2010 “…estuvo en mora de rendirle cuentas a su mandante y de entregarle los resultados de su gestión, sin que mediara justificación alguna…”.

Adujo que el “…resarcimiento de que ahora se tiene noticia no tiene ninguna incidencia en el juicio de responsabilidad y ni siquiera podría incidir en la graduación de la sanción por ausencia de uno de los requisitos cual es el de que el acusado carezca de antecedentes disciplinarios…”. (Sic)

Por lo anterior, indicó que “…se declarará responsable disciplinariamente al acusado y se le impondrá la condigna sanción…”, la cual fijó de acuerdo con lo establecido en los artículos 40 y 43 de la Ley 1123 de 2007, en especial porque posee antecedentes disciplinarios.

La sentencia se notificó mediante edicto que se fijó en la secretaría del a quo entre el 7 y 11 de abril de 2011
.

APELACIÓN

Mediante escrito con fecha de recibido del 14 de abril de 2011
, el abogado sancionado, mediante apoderado, presentó y sustentó recurso de apelación contra la sentencia.

El argumento del censor básicamente se contrae a que el togado entregó la totalidad del dinero que le correspondía a su cliente y que la mora en la devolución obedeció a que “…el señor ENRIQUE DE LA ESPRIELLA, no recibía el dinero por cuestiones personales teniendo que este no estaba de acuerdo con lo acordado en el contrato, por eso ocurrió la demora en la entrega de este…”. 
CONSIDERACIONES

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer el presente asunto, en virtud a lo previsto por el Artículo 256 numeral 3° de la Constitución Política y el Artículo 112, numeral 4° de la Ley 270 de 1996.  

Antes de entrar a realizar las consideraciones de rigor, la Sala estima necesario identificar el marco normativo de la conducta imputada al abogado GERARDO MONTES REBOLLEDO, esto es, las faltas disciplinarias contra la honradez descritas en los numerales 4 y 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007 que señalan:

“…ARTÍCULO 35. Constituyen faltas a la honradez del abogado 
(…)
4. No entregar a quien corresponda y a la menor brevedad posible dineros, bienes o documentos recibidos en virtud de la gestión profesional, o demorar la comunicación de este recibo.

5. No rendir, a la menor brevedad posible, a quien corresponda, las cuentas o informes de la gestión o manejo de los bienes cuya guarda, disposición o administración le hayan sido confiados por virtud del mandato, o con ocasión del mismo…”.

Ciertamente, como con claridad lo reseñó el a quo y lo demostraron las pruebas incorporadas a la actuación, existió un contrato de prestación de servicios profesionales entre el quejoso y el abogado disciplinado de carácter verbal con el objetivo de cobrar unas sumas de dinero que le adeudaba a aquél el Instituto de los Seguros Sociales, en virtud del incumplimiento en el pago de la pensión de vejez reconocida previamente por el Juzgado 9° Laboral del Circuito de Barranquilla.

En ese sentido el quejoso manifestó que ante el incumplimiento en el pago por parte del Instituto de los Seguros Sociales, le otorgó poder al abogado disciplinado para que promoviera proceso ejecutivo, en el cual se logró obtener título judicial por “…la suma de $55.805.516.81…”.

Por su parte, el disciplinado reconoció en su escrito de apelación del 14 de abril de 2011, la existencia del mandato, la recepción del dinero en la suma referida y la mora en su devolución; sin embargo, justificó esta situación en que “…el señor ENRIQUE DE LA ESPRIELLA, no recibía el dinero por cuestiones personales teniendo que este no estaba de acuerdo con lo acordado en el contrato…”.

Es decir, quedó demostrado que el doctor MONTES REBOLLEDO recibió, por cuenta de su cliente, la suma de $55.805.516.81, y sin autorización expresa para disponer de ello, fraccionadamente la incorporó a su patrimonio.

A efectos de definir el problema jurídico suscitado, sea lo primero precisar que la Sala revocará parcialmente la decisión de instancia, en el sentido de absolver al disciplinado de la falta descrita en el numeral 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, pues como tradicionalmente lo ha entendido la Corporación dicha falta condensa sólo aquellas situaciones en las cuales el profesional del derecho ha sido encargado del manejo o administración de bienes, lo cual, para el caso concreto, no ocurrió.

A través de providencia proferida dentro del radicado número 1999-00949, con ponencia del doctor TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ, se precisó lo siguiente en relación con este aspecto
:

“…Del cotejo del tipo disciplinario considerado como infringido, con el hecho que incrimina al abogado, resulta evidente que no es posible subsumir este en aquel, como quiera que el precepto tiende a proteger el valor honradez, que no se ve amenazado o agredido con el hecho de que el litigante omita informarle a su mandante sobre la marcha o el estado de la gestión encomendada; el agravio al deber de HONRADEZ se produce en el evento de que el abogado deje de rendir cuentas sobre la administración de bienes caudales que se le ha encomendado (sic a lo transcrito)…”.
Además, porque la falta del numeral 4 del artículo 35 ibídem, incluye, por tratamiento finalístico, las eventuales faltas por la no rendición de cuentas diferentes a la que específicamente describe el numeral 5 ibídem.

En similares términos se sostuvo dentro de la providencia citada: “…el Decreto 196 de 1971 no impone al abogado el deber específico de informar a su mandante sobre la marcha del asunto que le confió y pese a que la omisión en punto a dicha cuestión bien podría configurar falta contra el deber de la debida diligencia profesional, el Legislador se abstuvo de tipificarla como tal, por lo que al intérprete no le es dado crearla de su propia inspiración…” (Sic a lo transcrito).

Nótese, en consecuencia, que no puede hablarse, para este caso, de concurso de faltas entre los numerales 4 y 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, con lo cual es claro que la Sala, se itera, deberá revocar parcialmente la providencia apelada, para en su lugar absolver al inculpado de la falta descrita en el numeral 5 ibídem.

Por otra parte, en lo que concierne a la falta descrita en el artículo 35.4 de la Ley 1123 de 2007, debe decirse que estando demostrado que el abogado MONTES REBOLLEDO, demoró la devolución de la suma de dinero que había recibido por cuenta de su cliente, lo cual trató de justificar en que este no le recibía por cuestiones personales, al no estar de acuerdo con lo estipulado en el contrato, la Sala considera que si bien podrían existir diferencias entre ellos, el abogado no estaba legítimamente habilitado para hacer lo que hizo, es decir, para incorporar a su patrimonio directamente la suma de dinero.

Ello no solo porque si bien en términos de justicia, el disciplinado podría tener derecho a parte del dinero recibido, no con ello se facultaba para imponer de hecho su voluntad unilateral, por encima de la otra parte con la cual había celebrado un pacto, pues con ello se ejerció arbitrariamente lo que consideraba legítimo, desconociendo adicionalmente el deber consagrado en el numeral 8 del artículo 28 de la Ley 1123 de 2007, de conformidad con el cual “…deberá acordar con claridad los términos del mandato en lo concerniente al objeto, los costos, la contraprestación y forma de pago…”, sin que al no haberlo efectuado de tal forma, pueda ahora, en sede disciplinaria, alegar su propia incuria para justificar su conducta.
Nótese que, en cualquier caso, ante la divergencia de criterios entre abogado y cliente, lo procedente era acudir a mecanismos de los que legalmente se han consagrado para regular el pago de honorarios, pero no se justificaba el uso de mecanismos ajenos al derecho para lograr la cancelación de una determinada suma de dinero, teniendo en cuenta que el Estado ha puesto a disposición de los ciudadanos espacios institucionales idóneos para ventilar las diferencias, situación que por su condición de togado debía conocer ampliamente.
En esas condiciones, el doctor MONTES REBOLLEDO indudablemente atentó contra el deber de honradez que le asistía, ya que dejó de actuar de conformidad con la ley y las reglas éticas reconocidas que rigen su profesión.
Existiendo entonces una posible diferencia sobre el pago de los honorarios, él debía acudir a instrumentos jurídicos a través de los cuales obtuviera el reconocimiento y obligara al pago del porcentaje acordado, utilizando así los escenarios de confrontación que institucionalmente se han consagrado y ateniéndose a su decisión, sin que les estuviera permitido emplear medios de justicia personal y privada para lograr sus pretensiones, pues no se compadece con su rol social de honorabilidad y prestigio, ni con la profesión que se basa en la confianza y la buena fe.
Quien actúa mediante procedimientos coercitivos, diferentes a los autorizados por la ley, con el fin de asegurar sus derechos, actúa de forma arbitraria, abusiva y por consiguiente su comportamiento resulta inválido a la luz del ordenamiento jurídico, máxime cuando como abogado su compromiso profesional le exige comportarse dentro de los canales legítimamente diseñados por el legislador. Por lo tanto, no podía recurrir el abogado disciplinado a la apropiación de los dineros del quejoso para obtener el pago de la deuda generada por honorarios, pues para ello existían mecanismos y vías de amplio conocimiento por parte de los juristas, que permitían obtener el cumplimiento de obligaciones sin menoscabar derechos fundamentales.

Como quiera que el abogado MONTES REBOLLEDO no devolvió los dineros recibidos por cuenta de su cliente, en flagrante manejo de conductos ajenos a la ley, nos encontramos ante una trasgresión inaceptable de los deberes profesionales, que bajo ninguna circunstancia puede ser tolerada por la jurisdicción disciplinaria, teniendo claro que cuando una persona se ve compelida, mediante una conducta irregular a realizar el pago de una obligación, se encuentra en una clara situación de indefensión, pues ante un cobro extraproceso, no puede ejercer el derecho de defensa ni las garantías consagradas en el ordenamiento jurídico, como si ocurre ante un juez, quien velará por el respeto al debido proceso como derecho constitucional fundamental.
Cabe recordar que a un abogado en ejercicio de la profesión se le exige actuar dentro de los marcos éticos establecidos, para el caso concreto el correcto ejercicio se habría visto concretado si el doctor MONTES REBOLLEDO una vez recibida la totalidad de los dineros, por cuenta del encargo que le hiciera el quejoso, se los hubiera entregado, pero contrario a esta conducta, el inculpado voluntariamente decidió no realizar la entrega esgrimiendo ahora diferencias con su cliente.

Ha quedado establecida la no entrega oportuna, consciente y voluntaria, de los dineros en provecho propio, cuando a lo largo del proceso disciplinario adelantado al abogado, él mismo ha reconocido que recibió la suma de dinero tantas veces citada y omitió entregarlos oportunamente, escudándose en supuestas diferencias con su cliente, exculpaciones que no tiene cabida dentro de la falta que se imputa, razón suficiente como para considerar válida la sanción a título doloso que realizó el a quo.

Valga aclarar que si bien el abogado inculpado devolvió los dineros señalados, antes de que se profiriera sentencia en su contra, con ello no se desvirtúa la falta disciplinaria, pues la infracción al deber profesional se consumó plenamente y mantuvo sus efectos hasta cuando eso ocurrió, inclusive.

Desde ese punto de vista, entonces, pleno fundamento encuentra esta Corporación para que la primera instancia sancionara al procesado por la falta que aparece descrita en el numeral 4 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, que tiene su correlato en el deber de honradez que consagra el artículo 28.8 ibídem, y, para el caso concreto, consiste en recibir dineros por cuenta del cliente y no devolverlos oportunamente.

Finalmente, en lo que corresponde a la sanción, al margen de la absolución que por una de las faltas se proferirá, ante el desvalor conductual del comportamiento imputado y en virtud del principio de proporcionalidad lo procedente será mantener la sanción de seis (6) meses de suspensión en el ejercicio de la profesión.

Lo anterior porque ante la gravedad de la conducta, que para el caso se trató de un comportamiento consumado de manera dolosa, esto es, con ingredientes de conciencia y voluntad de infringir la normativa reguladora, respecto de la no devolución oportuna de dichos dineros a sabiendas de que eran ajenos y no propios, sumado a que el abogado inculpado tenía antecedentes disciplinarios por una falta contra la honradez
, podría ser razonable, pues, como bien lo argumentó el a quo, si bien el togado devolvió el dinero recibido, por tener antecedentes disciplinarios no podía acceder a la atenuación de la sanción del literal B, numeral 2, del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007.

Sin embargo, como quiera que se le absolvió de una de las faltas

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Dual Quinta de Decisión del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

MODIFICAR la sentencia apelada, para en su lugar: 

PRIMERO: ABSOLVER al abogado GERARDO MONTES REBOLLEDO de la falta disciplinaria consagrada en el numeral 5 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia apelada, en el sentido de sancionar al abogado GERARDO MONTES REBOLLEDO con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de seis (6) meses, al hallarlo responsable de incurrir en la falta disciplinaria consagrada en el numeral 4 del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
TERCERO: ANÓTESE la sanción en el Registro Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual la empezará a regir, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la oficina encargada, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoria.

CUARTO: Remítase el expediente a la colegiatura de instancia.
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Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
1 La Sala a quo estuvo integrada por los doctores RUBÉN DARÍO CAMPO CHARRIS, en su condición de Magistrado Ponente, y MARIO HUMBERTO GIRALDO GUTIÉRREZ. Folios 154 al 160, C.O.
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� En esa decisión si bien se trataban normativamente faltas del Decreto 196 de 1971, ello puede aplicarse válidamente a la Ley 1123 de 2007, pues existe identidad dentro del contenido de las descripciones típicas.


� Según certificado visible a folio 42 del cuaderno original, el abogado MONTES REBOLLEDO fue sancionado el 25 de octubre de 2006 con censura, sanción que empezó a regir el 22 de febrero de 2007.





